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CASO MOLINÉ O’CONNOR VS. ARGENTINA 
Información del caso: 

El caso tiene relación con la alegada responsabilidad internacional del Estado de 

Argentina por la destitución del señor Eduardo José Antonio Moliné O’Connor del 

cargo de Juez de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Los hechos del caso 

habrían ocurrido en los años 2003 y 2004. 

Según indicó la Comisión Interamericana, es un “hecho no controvertido” que la 

Cámara de Senadores de Argentina, mediante el procedimiento del juicio político, 

suspendió y, posteriormente, destituyó a la presunta víctima de su cargo como Juez 

de la Corte Suprema de Justicia de la Nación por “mal desempeño de funciones”, en 

razón del criterio jurídico emitido en la sentencia dictada en la causa denominada 

“Meller S.A.”. La causal invocada de “mal desempeño de funciones” se encuentra 

prevista únicamente en el artículo 53 de la Constitución nacional, sin que hubiera 

sido regulada o desarrollada por una ley especial. 

La Comisión argumentó que el juicio político seguido contra la presunta víctima fue 

instado por el Poder Ejecutivo con apoyo de las bancadas del gobierno en el Poder 

Legislativo. Señaló que en el juicio político participaron autoridades con una posición 

tomada de antemano, es decir, inobservando el debido proceso legal y la exigencia 

de imparcialidad de la autoridad a cargo del procedimiento. Agregó que la normativa 

interna aplicada al juicio político no contaba con un procedimiento específico que 

regulara la presentación de recusaciones ante la Cámara de Diputados o de 

Senadores, por lo que la Corte Suprema de Justicia de la Nación, al conocer de la 

impugnación promovida por la presunta víctima, desestimó su alegato. Tal ausencia 

de normativa provocó, en parte, que las recusaciones formuladas no derivaran en un 

resultado a su favor. Agregó que no se otorgó a la presunta víctima el tiempo 

suficiente para defenderse y ofrecer pruebas, dada la extensión y volumen de los 

cargos y expedientes, a pesar de que requirió tal ampliación de plazo, por lo que el 

Estado violó su derecho a ser oído y la defensa. 

Asimismo, refirió que la presunta víctima impugnó judicialmente las decisiones de 

suspensión y destitución; sin embargo, la Corte Suprema de Justicia de la Nación 

únicamente analizó lo relativo al pago de remuneraciones, sin examinar el sustento 

jurídico de la suspensión del cargo. Por consiguiente, la presunta víctima no contó 

con un pronunciamiento judicial que analizara la razonabilidad de la medida 

impuesta, lo que implicó que no contará con un verdadero acceso a la justicia. En 

cuanto a la demanda que objetó la destitución del cargo, la Corte Suprema declinó 

su competencia para evaluar si la sanción había contado con un sustento jurídico 

suficiente, por lo que se negó a la presunta víctima la posibilidad de contar con una 

revisión judicial efectiva de su remoción.  

La Comisión concluyó que el Estado violó los artículos 8.1, 9, 23 y 25.1 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los artículos 1.1 y 

2 del mismo instrumento internacional, en perjuicio del señor Moliné O’Connor. 
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Fecha de ingreso: 20 de agosto de 2024. 

Recibo de anexos:  10 y 27 de septiembre de 2024. 

Notificación: 5 de noviembre de 2024. 

Recibo de Escrito de Solicitudes 

Argumentos y Pruebas (ESAP): 
3 de enero de 2025. 

Recibo de los anexos del ESAP: 3, 5 y 27 de enero de 2025. 

Notificación del ESAP: 13 de febrero de 2025. 

Contestación del Estado: 14 de abril de 2025. 

Recibo de los anexos: No aplica. 

Notificación de la Contestación: 21 de abril de 2025. 

Notificación de la Resolución de 

convocatoria a audiencia: 
Pendiente. 

Audiencia pública: Pendiente. 

Alegatos y observaciones finales: Pendiente. 

 


